
que a continuación hipotecó y la de aportación de estos in- 
muebles a otra Sociedad, que fueron inscritas;

Considerando que aun cuando en una futura reforma regla­
mentaria aparecería conveniente plantearse la cuestión de si la 
suspensión o prórroga de un asiento posterior, que es título 
previo para uno anterior, debiera producir la prórroga de éste, 
no es menos cierto que en la actual legislación hipotecaria sólo 
se contempla el caso de la prórroga o suspensión de los asientos 
posteriores al prorrogado, y al ser totalmente excepcionales 
estos casos de prórroga, no puede por analogía el Registrador 
aplicarlos a supuestos distintos de los expresamente indicados 
en la normativa legal vigente, ni muchos menos proceder a la 
práctica de una prórroga en estas circunstancias-,

Considerando que extendido el asiento a favor de la Sociedad 
surge el obstáculo derivado del párrafo 2.°, del artículo 20 
de la Ley Hipotecaria, sin que en el estrecho marco en que se 
mueve el recurso gubernativo pueda ser solucionado este de­
bate, por lo que no podrá practicarse la inscripción solicitada, 
salvo que el propio titular registral la consienta, pues tal 
asiento se encuentra bajo la salvaguardia de los Tribunales 
(artículo l.° de la misma Ley) y produce todos sus efectos 
mientras no se declare su nulidad;

Considerando, por último, que al no haberse planteado en el 
recurso, no se examina la cuestión de si en el artículo 255 de la 
Ley Hipotecaria se establece una prórroga de ciento ochenta 
días en la vigencia del asiento de presentación, prórroga que, 
una vez ocurrido el supuesto de hecho de la norma se produciría 
en todo caso, o si por el contrario dicho artículo lo que establece 
es una suspensión del plazo de vigencia de dicho asiento, sus­
pensión que abarcarla el período de tiempo transcurrido entre 
la iniciación de la suspensión y la fecha del pago del impuesto, 
momento en el que volvería a seguir corriendo dicho plazo 
hasta cumplir los sesenta días de vigencia del asiento de pre­
sentación, y sin que nunca pudiera rebasarse el de ciento 
ochenta días de su fecha, ya que de aceptarse esta última 
solución podría implicar una posible nulidad de unos asientos 
practicados fuera del plazo de vigencia del asiento de presen­
tación.

Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto apela­
do y la nota del Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a 
V. E. para su conocimiento y efectos.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 11 de marzo de 1978.—El Director general, José Luis 

Martínez Gil.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona.

MINISTERIO DE DEFENSA

8640 ORDEN de 8 de marzo de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia que se cita, 
dictada por el Tribunal Supremo.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia, ante la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, entre don Cecilio Rodríguez Naveira, Profesor de Vuelo 
sin Motor, como demandante, y la Administración General del 
Estado como demandada, contra resolución del Ministerio del 
Aire de 6 de febrero de 1974, sobre gratificaciones, se ha dic­
tado sentencia con fecha 28 de diciembre de 1977, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estando ajustadas a derecho las resolucio­
nes del Ministerio del Aire de seis de febrero y diez de agosto 
de mil novecientos setenta y cuatro, la segunda desestimando 
el recurso de reposición formulado contra la primera, desesti­
mamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra 
las mismas por don Cecilio Rodríguez Naveira, sin expresa 
imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos
y firmamos».

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dole el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello 
en cumplimiento de lo dispuesto en el articulo 105 de la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a VV. EE. para 
su conocimiento y efectos consiguientes

Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 8 de marzo de 1978.

GUTIERREZ MELLADO
Excmos. Sres. Subsecretario del Ministerio de Defensa y Se­

cretario general del Ejército del Aire.

8641 ORDEN de 10 de marzo de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Audien­
cia Territorial de Valencia, dictada con fecha 21 de 
enero de 1978, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por el Sargento de Infantería, 
Caballero Mutilado Permanente, don Joaquín Bea 
Calvo.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Audiencia Territorial de Va­
lencia, entre partes, de una, como demandante, don Joaquín 
Bea Calvo, quien postula por si mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
del Ejército que le denegaron el percibo del complemento de 
función, se ha dictado sentencia con fecha 21 de enero de 1978, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando, como estimamos, el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por don Joaquín Bea Calvo, 
contra la desestimación de su petición de que le fuera recono­
cido el complemento de destino por responsabilidad en la fun­
ción, debemos declarar y declaramos dicha denegación contra­
ria al ordenamiento y, consecuentemente, la anulamos, reco­
nociendo al recurrente el derecho a la mentada percepción en 
los términos y cuantía correspondiente a su graduación y situa­
ción militar, de acuerdo con las disposiciones vigentes, sin ha­
cer imposición de las costas.

A su tiempo, y con certificación literal de la presente, de­
vuélvase el expediente administrativo al Centro de su proce­
dencia.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará certi­
ficación a los autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», to­
do ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 
1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a VV. EE. 
para su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmos. Sres. Subsecretario del Ministerio de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

8642 ORDEN de 10 de marzo de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Audien­
cia Nacional, dictada con fecha 24 de diciembre 
de 1977, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por el Sargento Legionario, Caballero Mu­
tilado Permanente, don José Dorado Camero.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una como demandante, don José 
Dorado Camero, quien postula por si mismo, y de otra como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
del Ejército de 8 de octubre y 10 de diciembre de 1976 se ha 
dictado sentencia con fecha 24 de diciembre de 1977, cuya par­
te dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por el Procurador don José María Murua Go- 
ded, en nombre y representación de don José Dorado Camero, 
contra Resoluciones del Ministerio del Ejército de ocho de oc­
tubre de mil novecientos setenta y seis y dieciséis de diciem­
bre de mil novecientos setenta y seis, esta última desestiman­
do recurso de reposición interpuesto contra la primera, que de­
negaron al recurrente el complemento de destino por responsa­
bilidad en la función las que anulamos y dejamos sin valor ni 
efecto alguno, declarando en su lugar que al recurrente le asis­
te el derecho a la percepción del citado complemento con efec­
tos desde uno de enero de mil novecientos setenta y dos y a 
partir de esta fecha, condenamos a la Administración a su 
abono, debiendo practicar la pertinente liquidación por atrasos 
devengados y no satisfechos, todo ello sin hacer expresa con­
dena en costas.

Asi por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», to­
do ello en cumplimiento de lo prevenido en el articulo 105 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 
1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).
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Lo que por la presente Orden ministerial digo a VV. EE. 
para su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmos. Sres Subsecretario del Ministerio de Defensa y Gene­
ral Director de Mutilados de Guerra por la Patria,

8643 ORDEN de 10 de marzo de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Audien­
cia Territorial de Valencia, dictada con fecha 30 de 
enero de 1978, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por el Sargento de Infantería, 
Caballero Mutilado Permanente, don Francisco Gar­
cía Vadillo.

Excm’os. Sres.: En el recurso contenciosc-administrativo se­
guido en única instancia ante la Audiencia Territorial de Va­
lencia, entre partes, de una como demandante, don Francisco 
García Vadillo, quien postula por si mismo y de otra como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
del Ejército de 3 de noviembre de 1976, se ha dictado sentencia 
con fecha 30 de enero de 1978, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimando, como estimamos, el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por don Francisco García 
Vadillo, contra la desestimación de su petición de que le fuera 
reconocido el complemento de destino por responsabilidad en 
la función, debemos declarar y declaramos dicha denegación 
contraria al ordenamiento y, consecuentemente, la anulamos, 
reconociendo al recurrente el derecho a la mentada percepción 
en los términos y cuantía correspondientes a su graduación y 
situación militar, de acuerdo con las disposiciones vigentes, sin 
imposición de costas.

A su tiempo y con certificación literal de la presente, de­
vuélvase el espediente administrativo al Centro de su proce­
dencia.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación a los autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», 
todo ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 
de la Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre 
de 1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a VV. EE. 
para su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmos. Sres. Subsecretario del Ministerio de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

8644 ORDEN de 10 de marzo de 1978 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Audien­
cia Territorial de Madrid, dictada con fecha 31 de 
octubre de 1977, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por el Maestro Armero don An­
gel Granda Rodríguez.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Segunda de la Audiencia Terri­
torial de Madrid, entre partes, de una como demandante, don 
Angel Granda Rodríguez, quién postula por sí mismo, y de otra 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra las resoluciones 
del Ministerio del Ejército de 22 de abril y 8 de agosto de 1975, 
se ha dictado sentencia con fecha 31 de octubre de 1977, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Angel Granda Rodríguez, contra las 
resoluciones del Ministerio del Ejército de veintidós de abril 
de mil novecientos setenta y cinco y ocho de agosto de mil 
novecientos setenta y cinco, dictada esta última, en trámite de 
reposición, y desestimando la causa de inadmisibilidad por in­
competencia aducida por la Abogacía del Estado, debemos anu­
lar y anulamos dichos actos administrativos, y, en su lugar, 
declaramos que el recurrente tiene derecho a que se le reco­
nozca el tiempo de servicios prestados en el C. A. S. E.. tanto 
con carácter provisional como definitivo, o sea doce trienios, 
con la consideración de Oficial, y que le sean abonadas las di­
ferencias correspondientes no percibidas. Sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado» todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 de la Ley 
de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 1958 
(«Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de marzo de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmo. Sr. Subsecretario del Ministerio de Defensa.

MINISTERIO DE HACIENDA

8645 ORDEN de 30 de enero de 1978 por la que se 
dispone se cumpla en sus propios términos la sen­
tencia dictada en 5 de marzo de 1977, por la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, en el recurso nú­
mero 394/1974, promovido por «Mutua Catalana», 
Mutua Patronal de Accidentes de Trabajo.

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 5 
de marzo de 1977. por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, 
en el recurso contencioso-administrativo número 394/1974, inter­
puesto por «Mutua Catalana», Mutua Patronal de Accidentes 
de Trabajo, contra resolución de la Sala Primera de lo Con- 
tencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Barce­
lona, de 13 de marzo de 1975, en relación con el Impuesto sobre 
Sociedades, ejercicios 1987-1968-1969-1970-1971;

Resultando que concurren en este caso las circuntancias 
previstas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución en sus 
propios términos, de la referida sentencia, cuya parte di posi­
tiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-adminis- 
trativo promovido por "Mutua Catalana”, Mutua Patronal de 
Accidentes de Trabaio número cuarenta y dos, contra la resolu­
ción del Tribunal Económico-Administrativo Central de veinti­
dós de mayo de mil novecientos setenta y cuatro, debemos, 
con revocación de la sentencia apelada, anular y anulamos el 
expresado acto administrativo y los que el mismo dejó subsis­
tentes, por no ser conforme a derecho, en cuanto no aplicaron 
a "Mutua Catalana" la exención que le corresponde como 
Mutua Patronal de Accidentes de Trabajo, en el Impuesto de 
Sociedades, modalidad de gravamen sobre las primas, y años 
mil novecientos sesenta y siete a mil novecientos setenta y uno, 
y en su lugar la reconocemos el derecho al disfrute de la 
exención en el Impuesto y ejercicios antes referidos, y a que 
le sean devueltas, en su caso, las cantidades que hayan ingre­
sado por tales impuestos y años; sin hacer especial imposición 
de las costas procesales.»

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y efectos consi­
guientes.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de enero de 1978.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Dionisio Martínez Martínez.

Ilmo. Sr. Director general de Tributos.

8646 ORDEN de 30 de enero de 1978 por la que se dis­
pone se cumpla en sus propios términos la senten­
cia dictada por la Sala Tercera del Tribunal Su­
premo en el recurso número 1.122-73 promovido 
por «Minero Siderúrgica de Ponterrada, S. A.».

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 7 de 
febrero de 1977 por la Sala Tercera del Tribunal Supremo 
en recurso contencioso-administrativo, número 1122/73, Ínter- 
puesto por «Minero Siderúrgica de Ponferrada, S. A.», contra 
resolución de la Sala Primera de lo Contencioso-Administra- 
tivo de la Audiencia Territorial de Madrid de 9 de junio de 
1975, en relación con el Impuesto sobre Sociedades, ejercicios 
1959 y 1960;

Resultando que ooncurren en este caso las circunstancias 
previstas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956, 

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en 
sus propios términos, de la referida sentencia, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso de 
apelación promovido por el Abogado del Estado contra la sen­
tencia de la Sala Primera de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Madrid, de nueve de junio de mil 
novecientos setenta y cinco, que se revoca, por no ser ajustada


